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3. TIPO DE DECISIÓN  
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      X  

  

4. PONENTE   Alejandro Maritnez Caballero 

5. PARTE ACCIONANTE   Mabel Leguia y otros 

6. PARTE ACCIONADA 

  

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA  

7.1 NORMA ACUSADA  

 7.2. PROBLEMA 
JURÍDICO CENTRAL  

 ¿Mediante la acción de tutela se puede reclamar el pago de salarios en mora? 

7.3. ARGUMENTOS DE 
LA CORTE 

 En cuanto a la viabilidad de la acción de tutela para reclamar los salarios en mora, 
la Corte ha considerado que se está ante un perjuicio irremediable que pone en 
peligro el derecho fundamental a la subsistencia y los demás derechos conexos; es 
decir que el mínimo vital juega un papel muy importante en la reclamación de 
salarios por tutela y en este aspecto hay que tener en cuenta que quien interpone 
la tutela haya sufrido un perjuicio irremediable. 
El perjuicio también puede ser moral, o sea, el perjuicio irremediable no se mide 
solamente por la cantidad de dinero recibido. Hay otros factores como la 
dignidad, puesto que "las personas trabajan fundamentalmente para tener unos 
ingresos que les permita vivir en condiciones humanas y dignas" (T-102/95). 
En la SU-995/99  se explicó: 
 
"Si bien ciertos criterios económicos permiten fijar un salario mínimo, como base 
ineludible para la negociación colectiva o individual del salario entre las partes de 
una relación laboral, ésta es una medición que no agota el aludido concepto de 
mínimo vital protegida por la Constitución, ni puede identificarse con él sin dar al 
traste con la cláusula del Estado Social de Derecho y desnaturalizar el principio de 
igualdad consagrado en el artículo 13 Superior. En efecto, cada individuo que 
ingresa al mercado laboral -independientemente del estrato que ocupe-, recibe 
una retribución económica que, en principio, constituye la base de los gastos de 
manutención que plausiblemente espera cubrir y de las carencias que aspira 
superar.  De ahí, que la idea de un mínimo de condiciones decorosas de vida (v.gr. 
vestido, alimentación, educación, salud, recreación), no va ligada sólo con una 
valoración numérica de las necesidades biológicas mínimas por satisfacer para 



subsistir, sino con la apreciación material del valor de su trabajo, de las 
circunstancias propias de cada individuo, y del respeto por sus particulares 
condiciones de vida." 
Respecto a la orden que en la parte resolutiva pueda dar un juez de tutela la 
sentencia SU-995/99 precisó que para lograr la completa protección de los 
derechos fundamentales comprometidos, la orden debe extenderse no solo a las 
sumas adeudadas sino a la garantía de pago de las futuras. Y, tratándose de 
entidades públicas, si hay carencia de recursos, también el juez de tutela debe 
ordenar que se cree la partida presupuestal correspondiente, en cuyo caso el 
plazo no puede ser de horas. Pero si hay partida presupuestal adecuada, no tiene 
sentido dar un plazo amplio, sino que el juez de tutela señala el que considere 
razonable, generalmente cuarenta y ocho horas, pero también es razonable que 
esas cuarenta y ocho horas equivalgan a las horas de trabajo porque sería absurdo 
que si la orden se comunica un viernes en la tarde el plazo venciera en el descanso 
dominical, es decir que son horas de trabajo hábil y así debe entenderse. 
En la sentencia T-946/2000 se hizo referencia al no pago de salarios en los entes 
de control municipal. Aunque el caso hacía referencia a la contraloría, también se 
predica respecto de la personería, por ello es importante mencionar la siguiente 
jurisprudencia: En este orden de ideas, las contralorías son pues, entes 
independientes de las ramas del poder público, lo cual se traduce, tal y como lo ha 
manifestado en diversas oportunidades esta Corporación , en tres facetas 
necesarias y concurrentes para garantizar la efectividad del control fiscal, a saber: 
la autonomía administrativa; autonomía presupuestal; y, autonomía jurídica. Por 
consiguiente, las contralorías gozan de independencia para el nombramiento de 
sus empleados, para el establecimiento de la responsabilidad fiscal, pues sus 
actuaciones no están sujetas a aprobación de los entes que controlan; para el 
manejo y utilización de los recursos económicos, en razón a que los órganos de 
control tienen la posibilidad de “ejecutar el presupuesto en forma independiente, 
a través de la contratación y de la ordenación del gasto” 
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8. CONTRIBUCIÓN 
ESPECÍFICA A UNA 
LINEA 
JURISPRUDENCIAL 

 La acción de tutela sirve como mecanismo para reclamar salarios en mora 
porque estos se encuentran relacionados al mínimo vital, lo cual va ligado a la 
dignidad de la persona, y si vida, derechos fundamentales estos que la Corte 
Constitucional debe velar por proteger. 

9. SI HUBO 
SALVAMENTOS DE 
VOTO, ESTE ES EL 
ARGUMENTO:  NO APLICA 

 


